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AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEVILLA
 SECCION SEPTIMA

SENTENCIA N2 99/92

En Sevilla, a diecisis de Julio de mil novecientos noventa y dos.
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e

Rollo de apelacién penal n? 23/92-C
Juicio de Faltas n? 104/91 (dimanante de Previas 503/90)

Juzgado de Instruccién de Cazalla de la Sierra

Magistrado: Antonio Gil Merino.

ANTECEDENTES PROCESALES

Primero.— La Sra. Juez de. Instruccidén dicté sentencia el dia 9
de Marzo de 1.992, absolviendo a los siete denunciados, y declarando
de oficio las costas, ' todo ello de acuerdo con lo pedido por el Ministerio
Fiscal y por la defensa de aquéllos.

Segundo.— Contra la sentencia interpuso recurso de apelacidn el
acusador.- particular Francisco Esquivias Franco, que eh el juicio habia
pedido la condena de los denunciados como autores de una falta de dafios

el-apticulq 597 del Cddigo penal.

- .Tercero.— El recurso fue admitido y las partes fueron emplazadas
ante este. tribunal.. Formado .rollo, el dia 10 de Junio pasado tuvo lugar
la vista con el siguiente resultado:

— E1 Ministerio Fiscal y la defensa de los acusados soliciéaron
la.-confirmacién de la sentencia de instancia. La defensa insistié en
qQue aquéllos restablecieron el paso por una vereda pecuaria, no siendo
su.propésito el de causar dafios, y no siendo cuantificables los producidos.

— El1 apelante hizo en la vista -las siguientes. manifestaciones:
a) que en 1.990 compro la finca !La Umbria" con lindes claras y sin

referencia alguna a vias pecuarias; b) que puso un candado en un pecqueiio




camino que llevaba a la estacién de bombeo de las aguas de Cazalla,
pero que no obstaculizé el paso por vereda pecuaria; c) que por alli
hay una via pecuaria, pero no deslindada n; amojonaéa, ‘pof lo que no
se sabe por donde va, existiendo, pues, en este proceso una cuestidn
prejudicial; ch) que en la sentencia imputada no podia imputérsele
una infraccién administrativa, y que en dicha rééolucién viene a consagrar-
se la autodefensa, lo cual es ikcompatible con un Estado de Derecho;
d) que no estaba de acuerdo con los hechos declarados probados por
la Sra. Juez de Instruccidn; e) que con posterioridad a los hechos,
no volvié a poner el candado. Después de formular estas alegaciones,
termindé el apelante solicitando que se dictara sentencia "que se acomodara
a Derecho". Invitado a que concretara su pretensién, dijo que la conformi-
dad a Derecho de la sentencia que pedfa '"...puede 1llevar a condenar
por el articulp 597 del Cbédigo penal'.
Cuarto.— Esta sentencia se documenta y firma fuera del plazo legal,

por el trabajo pendiente.

HECHOS PROBADOS

No se aceptan en su integridad los que la Sra. Juez de Instruccidn
considerd acreditados. En su.lugar se establecen los siguientes:

"Primero.—- Mediante escritura piblica de feqhé 31-7-90 el denuncian-
te y acusador -particular Francisco Esquivias Franco comprd -en el término
municipal de El1 Pedroso una finca rustica segregada de la dehesa denomina-
da "E1l Cafiuelo". Conocida comc “La Umbria%, linda al sur con la carretefa
comarcal SE-196 de El1 Pedroso a Cazalla de la Sierra, al norte con el
Arroyo de San Pedro, y al -Este con ese mismo arroyo y con la Ribera
de lueznar".

“Segundo.— En fecha posterior no determinada, a la altura aproximada-
mente del Km. 97800 de la citada carretera, el denunciante cerrd con

una valla metdlica con candado el lugar en ‘que discurria por 'su finca
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la "“Cariada Real de Lora del Rio a Cazalla de 1la Sierra" en direccidn

a la Ribera de Hueznar, impidiendo el trénsito de personas ¥ vehiculos

por la misma'.

"fercero.— E1 dfa 25-8-90 1los denunciados José Carlos Pérez Bonilla,
Cistula Sénchez Serrano, Carlos Castro Palma, Carmen Montafio Navas,
José Marfa Mufioz Alonso, Carmen Ortega Lozano Y Félix Llorente bémez,
todos ellos miembros de la 'Asociacidn Cultural Ecologista Amigos de
la Sierra Norte" (ASIN), acudieron a dicho -lugar; y con el proposito
de restablecer el paso por 1la Cafiada Real, arrancaron dos hincos y unos
ocho métros de malla de la valla metélica'réferida, y rompieron el candado
tamﬁién colocado por el denun01ante. A coﬁtinuacién colocaron alli carteles
en los‘que se leia: "Canada Real Lora del Rio Minas de El Pedroso...Camino
PGblico...Via Pecuaria...las Cafiadas y Coérdeles son de todos S Le N

“Cuarto.— En 1las fechas indicadas, la Cahada Real no estaba deslin-—

dada ni amojonada'

FUNDAMENféS JURIDiCOS
Primero.— El acuéadof particular-épelante Sr. Esquivias no ha
ormulado ante este Lrlbunal de modo inequivoco una peticidén de condena.
Expreséd desde lueg§ su dlsconférmldad con la sentencia de instancia,
centrbé sus alegéclogés ;n cuestlonés de naturaleza admlnistrativa,
y al final de su 1nforme'sol§ pldio qu; se 61ctara una sentencia conforme
a Derecho. Es més, -invitado a cont1nuéc1on a concregar su pretensién,
no pididé tampoco de manera directa y explicita la condena dé los denun-
ciados. |
Ello bastaria péfa ldesestimar el recurso, porque en todo proceso
penal la pretensién “bunitiva. debe estar claramente exteriorizada, no
siendo admisible la acﬁsacxon técita (sentenclas del Tribunal Constitucio-
nal numeros 47/91 y 11/92).
Sin embargo, la naturaleza de los hechoé y lasl circunstancias

concurrentes justifican el examen del fondo del conflicto.




Segundo.-— Desde luego, asiste la razbén al apelaﬁte cuando sostiene

que en la sentencia recurrida no podian imputéarsele infracciones adminis-
trativas. En todo caso, de existir indicios de su comisién y de no ser
al propio tiempo los hechos constitutivos de infraccién penal, lo que
s{ corresponde a los Oérganos judiciales es ponerlos en conocimiento
de la Administracién, para el caso de que fueran de su competencia,
cumpliendo de ese modo el deber de colaboracidén reciproca de los Poderes
del Estado.

En ese sentido se resolvié en las Previas n? 517/90 del mismo
Juzgado de Instruccién de Cazalla de la Sierra, cuyo objeto tiene intima
relaciéﬁAcon ios hechos ahora enjuiciados (vid. los folios 45 y siguiéntes,
especialmente el folio 64); y asi se harid en ejecucidén de la sentencia
que ahora se dicta, por las razones que luego se dirén.

fercero.— Nuestro examen debe centrarse no obstante en determinar
la posible naturaleza penal de los hechos, y mas concretamente si consti-
tuyen una falta de dafios del articulo 597 del Cédigo penal, tal como
entendid el ape;ante,en la.primera instancié, segin vimos, y como pudiera
pensérsé que seggia opinando al informar ante este tribunal. N

Cuérté.; ﬁn elvprecepto hencionado se sanciona a quienes intencioné—
daﬁente éaﬁéaren :daﬁoé éuyo importe no exceda de ~30.000- pesetas. Ni
en.el mishonni-};; ioé afticuios 557 a 563 bis a) también del Codigo
penél que }egulén el délito de.igual ﬁaturaleza, se dice qué debe enten-
derse por déﬁos.

La doctrina Yy .1a jurisprudencia los vienen definiendo como la
destruccién (pérdida total), la inutilizacién (pérdida de la eficacla
o productividad) o el deterioro (pérdida parcial de la utiligad) de
un bien>de pfopiedad éjena, o de una cosa propia en el caso del articulo
562 (sentencias del Tribunal Supremo, en adelante SSTS, de 6-12-84 vy

de 7-3-88, entre otras).

No tan ficil resulta determinar el contenido de la intencionalidad
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con .que debe obrarse, para que lleguen a cometerse el delito o 'la falta
dolosa de dafios. Conllavexcepcién de Cuello Calén, la doctrina estima
que no hay en esas infracciones ningin- elemento subjetivo del injusto,
que no es preciso que el agente obre con un propésito determinado, que
basta con la existencia del dolo, esto es, con la conciencia o intencidn
de destruir, inutilizar o deteriorar. Siendo, pues, indiferente y carecien—
do de relevancia penal la finalidad concreta querida por aquél.

A favor de .postura tan extendida esta . que - salvo supuestos muy
determinados, como los de los artfculos 558.12 y 562, el legislador
no se refiere expresaménte al fin especifico buscado. por el -autor. Y
también que en el:.Cédigo penal - siguen tipificados delitos y faltas de
- dafios por imprudencia (articulos 563.2, 565 y 600), cuando la comisidn
por imprudencia es muy dificil de concebir si.la infraccidn penal requiere
un determinado elemento -subjetivo del ~injusto ademids del dolo géneral,
es decir, .de la . conciencia y voluntad -'_de realizar el tipo .objetivo de
una determinada .infraccidn peﬁal.

Quinto.— Nuestra. realidad- nos muestra sin embargo Qque se producen
en mis - de una -ocasién: dafios intencionados, dafios dolosos, que generan

5lo una indgmhizaci_é_n para el perjudicado, que -tienen dnicamente conse-

cuencias civiles,‘A :y. que 'no ‘dan lugar a una .sancién :penal. Piéhsese,
or’ _-ejemplo,:AAen;.;a.qu'ellos-'.pmcesos civiles interdictales, de relaciones
de vecindad oA de desahucios arrendaticios en que se evidencian dafos
deliberados que, .-sin embargo,- no dan lugar siquiera a la incoacién de
un proceso penal (vid. al respecto las SSTS 25-5-62 y 29-1-83).

La dqctrina'.'_,admi.te la posibilidad de tales dafios dolosos de natura-
leza exclusivamente - c¢civil; ¥y no sélo' en el desarrollo de relaciones
obligacionales, como eé €l caso de la responsabilidad contractual (érticu—
loAs 1101, 1269-y. concordantes del Cédigo civil), sino: también -sin necesi-—-

dad de relacidén juridica. previa entre el agente y el perjudicado. Estos




ultimos supuestos, los de los dafios civiles dolosos extracontractuales,

q'ue son los que ahora mas nos interesan, han de estimarse c_omprendidos
en el articulo 1.902 -del Cédigo civil, conforme al cual "el que por
accidéih u omisidén causa dafio a otro, interviniendo culpa o negligencia,
ests obligado a reparar el mal causado®.

Son en efecto diversos los autores  (Santos Briz, Lacruz, Castén,
Diez Picazo, ~Quintano Ripollés, Fernando . Pantaledn, Albadalejo), que
consideran que esa categoria del dolo civil estd recogida en el ultimo
precepto citado cuando habla de "culpa" y - no sélo de negligencia. Sin
dudé, dice Santos Briz, el ‘dolo estéa incl‘uido en el articulo 1.902 como
causa: - de incumblimiento' de la obligacién general "alterum non laedere".

v Sexto.— -;Como” distinguir los-'daﬁos /dolosos civiles de los también
intencionales que constituyen delito-o falta?.

-.-En eli'terreno iobjetivo no . es posible diferenciarlos, porque en
todo ‘caso ‘nos encontraremos con la destruccién, inutilizacién o deterioro
de yna’ cosa, sin que-‘puedan distinguirse, por ejemplo, deéfcrucciones
objetivamente civiles diferentes en si mismas de las penales. -

La solucién tampoco estd en la consideracién del dolq ‘general
del -agente,: porque  ya “se  trate de dafios civiles o penales, aquél es’
consciente "de que sus actos deliberados los han producido.

- .No ''nos--queda asf{ rsino una :indagacién 'mis‘ profunda en la‘ "psi;que
del -autor; ‘de sus motivaciones, de los propésitos que le llevaron a.-
obrar como lo hizo. .o : : o : :

‘Como sabemcs, son - en efecto sus intenciones elementos esenciales
de determinados delitos de“.daﬁos.‘v y asi el ar‘ticulo‘558.13 se refiere
a los causados "...con la 'mira de impedir el libre ejercicio de la autori-—
dad o .en venganza ‘de sus. determinaciones...". Pero incluso  fuera -de
estos casos, serdn los prop6sitos del autor los que vendrén a determinar
la sancién penal, y no sélo la indemnizacién para el perjudicado. - ..-'/ *7i

" Séptimo.— Entre esos fines estd-en’ primer- término el clésico-“ahimus*
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nocendi"‘ o "“animus damnandi', es decir, la directa y exclusiva intencién
dc-a ééusax‘ el bdaﬁo. vAunque no unénime, es reiteradisima la jurisprudencia
que 1;3 ‘;onsidera.e’i'er'nento ésel;xcial de las infracciones que venimos exami-
héndo. ‘(SS'i‘s, entfe .otras muchas, de 28-4-1.890, 20-2-1.895, 24-5-1900,
-21—12—1'..909; 10—2‘—1.934, 26-11-1.960, 26-5-1.962, 16-10-1.971, 30-6-
1.3978, 10-—.6-—1.980, 24-?—1.981, 2.12-82, 6-12-1.984, 25-2-1.985, 20-12-
1.986 y 7—3—1.988); En la misma lim?a interpretativa, V!‘\lbacar‘ ¥ Santos
Briz dis.tingue;n-e.l dolo civil del penal, .z.apreciando el primero cuando
sé il;lfr‘inéé a sabieﬁdas un déber jufiaico, .mientras que .para el segundo
debe dérée la in£encic’m de dax;iar injuétarﬁénte.

Q\;infanc; Rigéiléé obsez‘ﬁva que‘pueden ser otros los fines del agente
que den r‘el;avancir;x penal a su.s actos. Asi, el é&nimo de causar dafios
por meré .di'\.;er':sién. o el de obtener un lucro mediante la destruccién
de 1la ;<‘>se<-:‘h-‘a:o de 1la i:éit'.,sx‘igca ‘éjena, .siempre naturalmente que en esa
Gltir;la .};ip.c')'tésis n'c.J“c“onsi;st.aA el benéficio en la incorporacién al propio
patrimoniq de la cosa dafiada, ;a que entonces lo cometido seria un delito
pat-rimo;)'i--a.li dev. épodefamieht;); y posiblemente, todavia podrian iﬁaginarse
os' daﬁos : delibe-r.zlados excluidos del articulo 1.902 del Cédigo civil

y me¢recedores de sancién penal.

N e R R

Octavo.— Las exigencias del principio de seguridad juridica estable-

cido en el articulo 9.3 de la Constitucidn se podriay( argiir que no

quedarian totalmente satisfechas con la tesis que se defiende en algin

caso. éntendemoé sin 'embargo que la regulacién penal. de los dafios no
per‘r'nite otra solucié.n; Yy en definitiva; .seré el cuidadoso examen de
las circunstancias concurrentes y primordialmente la prudente pondera-
cién de -l-os"' propééitos del agente, lo que bermitiré en cada caso la
deterrr;inacién de la relevancia .penal de los hechos.

Al.. fespecto debe s‘iempre te.nerse pr‘esente'el principio de. interven-

cién minima, justamente aplicado en este proceso por la Sra. Juez de




Instruccién. "En mérito suyo -dice la exposicién de motivos de la Ley
Orgénica 3/1.989 de 21 de Junio.de reforma del Cddigo penal-, el aparato
punitivo reserva su actuacién para équellos compoftamieﬁtos o confiictos
cufa importancié o) trasgendencia no puedé se; fratada aaecuadamente
%és que con el recurso a la pena; tan grave decisién se funda a su
vez en la importancia de los bienes juridicos én Jjuego y en la entidad
objetiva y subjetiva de las conductas que los ofenden".

Fueron precisamente esos criterios los que 1llevaron en la Ley
Orgénicé 3/89 a destipificar, a privar de sancién peﬁél, los darios causados
pof imprudencia, incluso la teméréria, nada' méno§ que de cuantia no
superior a -2.200.000- pesetas, y sin limitaciéﬁ:de‘cuanfia los génerados
éo; iﬁprudencia bsimple sin infracéién dé rééiéméﬁfosll.Todos los cuales
dan lugar desde entonces a una résponsabiliéaa exclusivamente civil.
Con lo que pierde aesde luego béstanfe fuerza 1la £esis de que no hay
en las infracciones penales dolosaé de. &aﬁoé elementos subjetivos del
injusto porlcuanto cabe su cémisién-por impruaenci;:.

Noveno.— Estamos ya en condlclones de aﬁéilzag los hechos obJeto
de esté proceso, que las pruebas p%%étlcadas‘le;;éégégén'éue ocurrieron
tag como se estimaron acredltados. | |

Asf lo han reconocido 1los siete denunc1éd6s;. éamitlendo éésde
el prlher. moment; su part1c1ﬁac;oﬁ én. loéx.miégoén y'llléganag ‘a degar
en él lugar de.autés c;rtelés con i%s ;;glgs de'la asoc1écxoﬁ ecologista
a que pertenec1§n, segin resulta de la iﬁséé&éién .ocular llevada a
cabd pér la Ggardia’éivil (folios 6, 13 al 15 25v 26 y aéfa del Jjuicio
verbal). o -

La situa01oﬁ y llnaeros dé ia finca’ﬁ"ia‘-ﬁmbria" Vco&stanv en la
fotocépia de 1la 'escritura pﬁblica de.-égmpfa9e6£a Ae.'31—7—90, aporgada
por el denunciante (folios 49 al 61) Es c1ert6 que, coﬁo ésfev diée,

no se menciona en ese documento la Canada Real de Lora a Cazalla pero

HERTS _5’._,. Qo

su exlsten61a y recorr1do aparecen en la certlflcaclon y croquls aportados
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por 1la Delegacidn Provincial de la Consejeria de Agricultura y Pesca
de 1la Junta de Andalucia (folios 81 =al 85). En el croquis de las vias
pecuarias del término municipal de E1 Pedroso del Gltimo folio acabado
de mencionar, aparece la Cafiada Real, cuyo cardcter de via pecuaria
no puede por tanto ponerse en duFia en este proceso; Y _en su parte su-
perior Aen el centro se sitda 1la Hacienda ‘El Cafiuelo Jjunto al Arroyo
de San Pedro, el cual discurre en dlrecc1on noroeste—sudeste y parece
unirse pocos kilémetros después (la escala del croquis es-de 1/50.000)
a la Ribera de Hueznar, eh el limite de los términos municipales de
El Pedroso y de Cazalla de la Sierra. Llegando la Cafiada Real a ese
1anr después de discurrir en paralelo con la Ribera de Hueznar a partir
de 1la carrete;a ya mencionada, con la cual sabemos que linda por el
sur la finca de autog.

Si r‘ecordarr;os sus demads linderos, es clara su ubicacidén con relacidn
a la Canada Rea'l, siendo el propio den.unciante quien ha venido a reconocer
que cerré. del modo visto el paso por la misma. Al informar ante este
tribunal, dijo, como ya s€ hizo constar, que "...por alli hay una via
pecuaria, pero no deslindada ni amojonada, por lo que no se sabe ‘por
onde va...", mientras que ninguna referéncia hizo a eéé.lvia pecuaria
“habfa por alli" ni al denunciar los hechos (folio 4),.ni‘al ratificar
denunc1a en el Juzgado (folié 21), ‘ni‘ en el jﬁiéi; verSal (folios
78 al 80v) Peré son sobre todo esclareéedoras las manifestaciones que
hizo el 12-12-91 en el Juzgado de lnstrucciéﬁ de Cazalla (folios 63-
63v), a.l declarar como denunciado en las diligencias previas n? 517/90,
que se habian incoado en virtud de denuncia formulada por 1las siete
personas ahéra denunciadas, las cuales le imputaban el héber cerrado
la Canada Real. ?ucs bien, en esa ocasién dijo el Sr. AEsquiViés que
trgs comprar la finca "...ébservé que transitaban vehiculos por el interior
de 1la misma,. decidid poner un pequeno candéd; para QVLtarv la c1rcula—

cidn...que tras un mes...constato que el candado habia sido roto, manifes-




a——

tandole un guarda que alli habia que una asociacién ecologista lo habia
hecho por considerar que por all{ discurria una via pecuaria. Que el
declarante a su vez puso denuncia que se tramlta en este Juzgado con

el n? 503/90. Que a partir de entonces no ha Vuelto a poner candado

y haciendo averiguaciones y constatando tiempo después gque realmente

existfa una via pecuaria...". No podia ser mds claro su reconocimiento

del caracter de via pecuaria, Y, bor tanto de bien de dominio pablico,
de la Canada Real, asi como de su cerramiénto, habiendo reiterado ante
este tribunal que no ha vuelto a poner dicho candado.

No se estid aqui enjuiciando al Sr. Esquivias, ni podria hacerse
dada su calidad de denunciante, pero 1a valoraeién penal de la conducta
de 1los siete denunciados exigfa que"sé pusiera de manifiesto cuanto
queda dicho. | |

Décimo.— Es por otra parte evidente qué aquéllos causaron danos.

No sabemos si ascendieron a —22 OOO— pesetas como asegura el, pcritp

- Sr. Falcén Jiménez (folio 16), porque ni consta su cuallflcac1on profesio-

nal ni expone 1los datos que tuvo en cuenta ni razona sus conclusiones,

pero en cualquier caso su cuantfa es irrelevante en este proceso.
Undécimo.— En el cual lo decisivo es el animo de los denunciados,

la finalidad que perseguian y que no era otra'sino restablecer el paso

paciflco por una via pecuaria, por un blen de dOmlnlO pablico. Si recorda-

mos cuanto dijimos sobre la naturaleza de las 1nfracc1ones penales de

dafios, ha de concluirse que el denunciado Sr. Pérez Bonilla y sus compafie-

ros no cometieron una falta de dafios del articulo 5387 del Cdédigo penal.

Ni les guiaba el "“animus nocendi", el deseo exclusivo de causar desperfec-

tos, ni tampoco la intencién de divertirse produciéndolos o de obtener

un lucro. Querian, eso si, volver a pasar por la Cafiada Real, pero como
cualquier otro ciudadano por ser un bien de propiedad publica. Tal inten-
cidén no puede ser considerada como una de las que cualifican la produccidn

dolosa de danos, haciéndola constitutiva de infraccidén penal, porque,

.o
i
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recordando de nuevo el principio de intervencién minima, falta en nuestro
caso el reproche social que por el contrario es claro para quienes danan
éér lel mex;o placer; ‘de; destruir, por venganza, por diversidén o para obtener
un lucro econdémino.

En consecuencia, se confirma el fallo absolutorio de la primera
instancia por los fundamentos que acaﬁan de exponerse, con la correlativa

declaracidén de las costas de oficio a tenor del articulo 240 de la Ley

- de Enjuiciamiento Criminal.

DQodécimo.— Asi resuelto el conflicto en armonia con el objeto
de este proceso penal, no corresponde al tribunal aprobar o reprobar
lo ocurrido desde otros p.untos. de vista, esto es, hacer valoraciones
extrapenales de los hechos, ya se refieran al denunciante o a ilos denuncia-
dés, como tampoco determinar si el primero tiene derecho en el ambito
civil a percibir una indemnizacién por los dafios producidos.

Décimo—~tercero.— La Sra. Juez de Instruccidn absolvié a los denun-—-

ciados por cuanto "...(su) accién...carece (de) la antijuridicidad necesa-
ria para que pueda ser punible, puestov que la misma i-ba encaminada a
la Consecucién de un derecho del que la comunidad habia sido privada,
s¥fializando el camino como Cafiada Real supliendo la deficiencia de la

dministracién...", ello aparte de tener en cuenta el principio de inter-

. vencidén minima, como ya se dijo (folio 86v).

Es decir, la juzgédofa de instancia presuponiendo seglin parece
en los actéé de aquéllos los requisitos objetivos y subjetivos de la
falta “de danos, entendid no obstante que eétaban justificados por; la
de jacidén administrativa, y que por tanto no eran antijuridicos.

El1 tribunal entiende por ei contrario que falta uno d.c-: los elcmentos
sub‘j‘etivos de la infraccidén -el &nimo penalmente relevante-, y que en
co§secuex1cia los denaniados habian de ser absueltos sin. necesidad“de

examinar si su conducta fue antijuridica.




Alguna referencia debe noi obstante hacerse fespecto a esa ultima
cuestidn, habiendé afirmado el Sr. Esquivias en ja vista del recurso,
refiriéndose a la sentencia de instancia, qﬁe 1a autodefensa e€ra incompa-
tible con un Estédo de Derecho.

Décimo—cuarto.— Como regla general los actos de la Administracidn
son inmediatamente ejeéutivos (articulo 33 de 1la Ley de Régimen Juridico
de la Administracidn del Estado, Y artlculos 101 y 102 de la Ley de
Procedimiento Administrativo). Frente a esta autotutéla de la Administra-
cidén respecto a sus propios actos, son excepcionalesAlos casoé de autotute-
la privada, los supuestos en que' los ciudadéﬁos pgedéﬁ ejercitar sus
derechos 1mponlendolos incluso coactlvameﬁte frente a t;rceros.

Lo <cual obedece, como dlcé .Garcia de Enterria, -;1 sometimiento
general de los ciudadanos al principio de paz Jjuridica, con la carga
de postular la ‘tutela Judlclal de los deréchbs, fanto en su aspecto
declarativo como en el ejecutlvo,.o'1$p031c1on deAhecho frente a reSJS;

tencias privadas.

Dec1mo—qu1nto. En 1a§ leyes penéles, son vafias .las causas por
las cuales una accidn u omlslén dei;ctlva‘se eétlma sin‘emgargo justifica—
da, de manera que la conducta'dei agente no resulta antijuridica y en
consecuencia no genera responsabllidad c};;;nal |

Es el caso .de l; legltlma ‘défensa, del estado de neceéldad dé
la obediencia debida, del cumpllmlento dei de5ér,vyldel éjercicio legiiimo
de un derecho, oficio o cargo. Eéta;do‘;xentos de responsabllldad penal,
segin el articulo 8¢ del COdlgO ﬁenal. qﬁienes obren concurrlendo cualquie-—
ra de esas c1rcunstanc1as, por ello llamédés ex1men£es. |

No se dlce en la seﬁtenc;a l;ééufrlda de modo ex§11c1to cual es
la apreciada en la conducta de ldgnéégunéiadég. Vistos los hechés acaeci-—
dos, y' el tenor de los funda%enéos de dicha resoluc16n, todo .éafeée

indicar que 1la Sra. Juez de Instrucc16n estlmo que obraron en el legltimo
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ejercicio de un derecho a tenor del articulo 8.11 del Cédigo penal,
al cual nos  referiremos seguidamente por cuando, ademds, no concurre
notoriamente en los hechos ninguna de las otras eximentes enunciadas.

Décimo-sexto.— El_ejercicio del derecho que Jjustifica, que hace

juridicos comportamientos en principio delictivos, es unicamente el
que se realiza dentro de los limites legales y conforme a derecho. Es

preciso por tanto para que pueda apreciarse la eximente del articulo

©8.11 mencionado, en primer lugar que el derecho en cuestidén exista sin

lugar a dudas, y luego que su ejercicio sea legitimo, es decir, que
se adecue a las normas que regulan su uso (STS 20-9-85). :

Especial interés fiene al respecto en nuestro c¢aso, el problema
de las 1llamadas "vias de hecho". La excepcionalidad de los casos de

autotutela privada hace en principio antijuridicos cualesquiera actos

de "tomarse la Jjusticia. por propia mano', salvo que se obre en legitima

_defensa o en situacidn .de estado.de .necesidad.. La STS 31-1-75 lo recuerda

y subraya que todo derecho debe ejercitarse ',‘civiliter"_‘, esto es, recu-

rriendo al émparo de la autoridad o de sus agentes;’ estando por regla
eneral prohibidas la violencia y 1la compulsién privada para imponer:
1 propio-derecho.

Décimo-séptimo.— El - requisito de la. "“conformidad a Derecho" de

la eximente en cuestién suele plantear, como.observa Mufioz Conde, dificul-

_tades interpretativas de normas juridicas de .naturaleza no penal, relati-

.vas al derecho en cuestidn.

En nuestro caso, no hemos encontrado regla legal alguna que ampare
las . autotutela privada frente a actos impeditivos del uso de vias pecua-
rias, estando constituida su normativa por la Ley 22/1.974 de 27 de
Junio y su reglamento aprobado por Deqeto 2.87_6/1.978 de 3 de Noviembre.
Por el contrario, en.el. articulo 8¢ de. _lq_ Ley acabada de .mencionar y
en los' articulos 70 y 71 de su Reglamento se sanciona la ocupacidén o

invasién de las vias pecuarias asi como la interrupcién del trénsito




bles de préscripcién, segin rezd el articulo 12 de la repetida Ley,

.8 de la Ley del Patrimonio del Estado de 15 de Abril de'1.964),'y recono—

‘cida . por una constante jurisprudencia (SSTS 22-11-89 ¥ 5—11-90,_'entre

" particulares de este’ prOCeéo, s¢ remitirén a la Delegacidn’ Provincial
el caso de que los hechos pudieran dar lugar a alguna actuacién;admiqistra—

‘de Andaluéié'en'virtud del Real Decrecto 1.096/1.985'de 4 de Abril, en

~Andalucia a aprobar ' la mocién 5/1.989 (BQPA de 926—5r89)§i“médiante ‘la

"y amojonamientos cuando hubiera situaciones conflictivas anila utilizas

de ganado por las mismas; ¥ siendo bienes de dominio pablico, no suscepti-

la Administracién puede no sélo deslindarlas ¥ 'amojonarlas vﬂafticulo
5.2 de la Ley 22/74, Y articulos 17 al 30 de su reglamegto),dsino ademés
recuperar por ‘si misma su posesién. Facultad esta Gltima de la Administra-
cibén de reivindicar por si misma sus propios bienes —conocida co@o “inter-
dictum propium"-, establecida en diversos preceptos legales’ (artficulo

g2 de la Ley ge Bases de Régimen Local 7/1985 de 2 de Abril, Y articulo
otras).

. pécimo—octavo.— Testimonio de esta sentencia Y de determinados
de 1a Consejeria de Agricultura ¥ Pesca de la Junta de Andalucia, para
tiva, habiendo sido transferidas competencias en la matériaﬂa'la"Judta
armonia con el articulo 149.1.23 de la Constitucidén ¥ con el artficulo
13.7 del Estatuto de Autonomia de nuestra Comunidad.

La preocupacién por las vias pecuarias llevd "al " parlamento’ de
cual ‘insté a1 ~Gobierno “Autonbmico a dar preferencia 2 ‘108 deslindes
ci6n de aquéllas, ¥y 2 fin de que 1las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

tuvieran claras instrucciones sobre su uso piblico. La misma preocupa-

cién 1llevd ‘luego a  que Grupos parlamentarios formularan. al Gobierno

Autonémico las preguntas numeros 64-89, 110-91, 120-91 y 299-92.

Pues bien, 1la normativa vigente a que nos hemos rTeferido, la nece-—

saria colaboracién entre 1los poderes del Estado de que' también hablamos,
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el hecho de que la Cafiada Real de autos no estaba deslindada ni amojonada
el dia de autos, Y el cqnflicto produciqp sobre su uso publico, jgstifican‘
que .los hechos se pongan e€en conocimieqto de la Admiﬁistracién Autond-
mica. Asi se acordd también en las Previas n® 517/90 del Juzgado de
Instruccién de Cazalla de la Sierra en el_meg de Enero del afno en CUurso,
pero el tiempo transcurrido desde entonces sin que este tribunal tenga
conocimiento de que la situaciédn de hecho haya cambiado, aconsejan -que
se reitere la misma fesolucién judicial. ‘

El pleno ejercicio por la Junta de Andalucia de sus competencias
en la materia, dejaria sin. duda defiﬁitivaﬁehte clara la situacién féctica
y Jjuridica, Yy permitiria a 1las partgsaé; éjercicio de sus derechos con
un total conocimiento de su conten;dé;;de'manera‘que né podriaﬁ luego
entenderlos y actuarlos de otro modé, con él rigsgo de nuevos conflictos
similares al que ha dado lugar a este proceso.

Sjiendo un tema recurrente en nuestra sociedad el de ia excesiva
judicializacién de los conflictos; élgunos procesos, ¥ el presente quizas
podria haber sido uno de ellos, tal vez se evitarian si esa conflictivi-
dad quedara resuelta antes de que los ciudadanos se vieran abocados

a acudir a los tribunales.

F A L L O : Desestimo el recurso de apelacién interpuesto por

el denunciante Francisco Esquivias‘Franco, representado ante este tribunal
por el procurador Angel Martinez Retamero.

Por los fundamentos expuestos, confirmo la sentencia absolutoria
dictada en la primera instancia de este proceso el dia 9 de Marzo del
ano en curso.

Declaro de oficio las costas de este rollo.

Para'que surta los efectos administrétivos que pudieran ser proceden-
tes, remitase a la Delegacién Provincial de 1la Consejeria de Agricultiura

y Pesca de la Junta de Andalucia testimonio de esta sentencia y de los




si-guient;,es folios de los autos de instancia: 4 al 6, 13 al 15, 21, 25v,
56 66 y Bl:

Devuélvanse al Juzgado de Instruccién de Cazalla de la Sierra
los autos de primera instancia; con testimonio de esta resolucidén para

su cumplimiento.

Esta resolucién es firme. Contra la misma no cabe recurso ordi-

nario alguno.

Asi por esta mi sentencia, ‘juzgando en segunda instancia, lo pronun-

cio, mando y firmo. GDVKLZ,\JCQO “f\“/ M»QQ . T%CM 'r"\-": ho Vd/& =




